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Calixto Ávila Rincón
Abogado

Lectura Nº 6
El Sistema Universal 

de Derechos Humanos

I. Génesis del Sistema Universal

Luego de la Segunda Guerra Mundial, en 1945 fue adoptada la Carta de las Naciones Unidas dando paso a la creación de la
Organización de las Naciones Unidas (ONU). 

La ONU es la sucesora de la Sociedad de las Naciones que luego de la Primera Guerra Mundial jugó un rol importante en la

codificación de los derechos humanos en momentos en que el colonialismo se institucionalizó bajo la forma de mandatos, que

creaban potencias mandatarias y “territorios bajo mandatos”, y era entonces necesario proteger a los habitantes de los países

“bajo mandatos”, proscribir internacionalmente la esclavitud y brindar protección a los refugiados. 

Fue en este marco que antes de la creación de la ONU, en 1919, se creó la Organización Internacional del Trabajo (OIT) para
la protección de los derechos de los trabajadores, a la que nos referiremos más adelante.

Con la creación de la ONU se inició el camino del moderno Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Durante los últi-

mos 58 años, la ONU ha desarrollado lo que se conoce como el Sistema Universal de Derechos Humanos, compuesto por ins-

tituciones y procedimientos propios y con un extenso catálogo de instrumentos de derechos humanos. Actualmente191 países for-

man parte de la ONU, incluyendo a Venezuela.

Muchas críticas se pueden hacer a la ONU y sus instituciones. En efecto, la teórica igualdad entre Estados es desconocida por

una verdadera relación de fuerza de unos Estados sobre otros, cuyo ejemplo más conocido es el derecho de veto con que cuen-

tan Francia, China, Reino Unido, Estados Unidos de América y Rusia en tanto miembros permanentes del Consejo de Seguridad

de la ONU, y que permite a estos Estados desconocer o impedir la toma de decisiones por la mayoría de los miembros de este

organismo. 

Esta situación de desequilibrio atraviesa las instituciones de la ONU, su funcionamiento y sus decisiones finales. Otro ejemplo ilus-

trativo es que los Estados más poderosos son los que deben aportar más fondos: basta entonces con demorar los desembolsos

para bloquear los trabajos de la ONU y ejercer así presiones indebidas. Aunque no es el objetivo de este capítulo entrar a ana-

lizar este trasfondo político, no podemos dejar de mencionarlo por su importante impacto sobre el funcionamiento del Sistema

Universal.

Pero pese a estas críticas justificadas, la ONU no deja de ser el foro internacional más amplio e importante de las naciones. Por

ello también la importancia del Sistema Universal de Derechos Humanos, que podemos considerar como un verdadero legado
del Siglo XX.
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1 Carta de las Naciones Unidas, artículo 1, nume-
ral 3.

2 Este principio fue retomado por la Convención
de Viena sobre el Derecho de los Tratados.
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II. Los fundamentos del Sistema Universal

Es necesario detenernos en algunos de los contenidos de la Carta de las Naciones Unidas, pues ella es la base del Sistema
Universal.

El artículo 1 de la Carta establece los cuatro propósitos básicos de la ONU: a) buscar la paz y la seguridad internacionales; b)

fomentar las relaciones de amistad entre las naciones; c) “realizar la cooperación internacional en la solución de problemas inter-

nacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos huma-

nos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión”1; y  d) servir como

armonizador de esfuerzos en la búsqueda de los tres objetivos anteriores. Destacamos entonces que los derechos humanos se

colocan dentro de los propósitos fundamentales de las Naciones Unidas.

El artículo 2.2 de la Carta establece que los Estados deben actuar respetando el principio de la buena fe, al establecer que los

miembros de la ONU “cumplirán de buena fe las obligaciones contraídas por ellos de conformidad con esta Carta” 2. 

La Carta establece en su artículo 55 dos aspectos básicos para el desarrollo del Sistema Universal. Se trata de las tareas funda-

mentales de la ONU destinadas a establecer las condiciones de estabilidad y bienestar necesarias para las relaciones pacíficas y

amistosas entre las naciones, con igualdad de derechos entre ellas y respetando la libre determinación de los pueblos: a) en pri-

mer lugar, las Naciones Unidas promoverán los “niveles de vida más elevados, trabajo permanente para todos, y condiciones de

progreso y desarrollo económico y social” (literal a.) y promoverán también la “solución de problemas internacionales de carác-

ter económico, social y sanitario, y de otros problemas conexos; y la cooperación internacional en el orden cultural y educativo”.

Con ello, la Carta reconoce los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC) y el derecho al desarrollo, y sienta las bases

para su elaboración posterior en el Sistema Universal; b) en segundo lugar, se establece que las Naciones Unidas favorecerán “el

respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos y todas, sin hacer distinción por motivos de

raza, sexo, idioma o religión, y la efectividad de tales derechos y libertades”. Se trata del reconocimiento del principio de la uni-

versalidad de los derechos humanos que estará también presente en los demás sistemas regionales de protección de derechos

humanos.

Para el cumplimiento de estas obligaciones, el art. 56 de la Carta establece que las naciones miembros tienen los deberes

de cooperar con la ONU para la realización de estos objetivos y de adoptar medidas conjunta o separadamente. Se trata

del reconocimiento de la responsabilidad de los Estados en materia de derecho humanos; este principio es retomado en



numerosos tratados, y fue retomado en el numeral 1 de la Declaración de Viena del 25 de junio de 19933 . El 10 de diciem-

bre de 1948, la Asamblea General de la ONU adoptó y proclamó la Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH)4. 

Es por ello que a nivel mundial en esta fecha se celebra el Día Internacional de los Derechos Humanos. La DUDH reafirmaría un

principio básico de los derechos humanos: el reconocimiento de la dignidad humana. En efecto, el preámbulo de la DUDH empie-

za afirmando que “la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen como base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de

los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana”5, para luego establecer en su artículo 1 que

“todos lo seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos”. Igualmente reafirma el principio de la responsabilidad

de los Estados Miembros de la ONU, quienes en cooperación con esta última deben asegurar “el respeto universal y efectivo de

los derechos y libertades fundamentales del hombre”6.

Con base en la Carta de las Naciones Unidas y en la DUDH se inició el desarrollo del catálogo actual de instrumentos del Sistema

Universal. Este catálogo está formado por tratados internacionales (denominados también: convenios, pactos, convenciones o pro-

tocolos) y por otros instrumentos adoptados por los órganos de la ONU bajo la forma de resoluciones, decisiones, recomenda-

ciones, observaciones generales, conjuntos de principios, reglas mínimas o declaraciones. 

Especial mención nos merece la elaboración y adopción de dos instrumentos básicos del sistema: el Pacto Internacional de

Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP). Estos dos

tratados fueron adoptados por la Asamblea General de la ONU en 1966, luego de un largo proceso en donde se evidenciaron

las diferencias políticas de los dos polos de poder confrontados durante la llamada Guerra Fría: mientras los países socialistas

hacían fuerza por un catálogo de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC) mucho más contundente, los países capi-

talistas querían un catálogo de Derechos Civiles y Políticos más sólido. 

Este desacuerdo evitó que se adoptara un documento único que incluyera todos los Derechos Humanos, como sí se había hecho

en la DUDH. Tanto el PIDESC como el PIDCP entraron en vigor 10 años más tarde, en 1976, cuando se completó un número

mínimo de Estados ratificantes según lo preveían los dos pactos. Es necesario mencionar también el Protocolo Facultativo al PIDCP

(adoptado en 1966 y que entró también en vigor en 1976), mediante el cual se estableció la posibilidad de presentar denuncias

(comunicaciones individuales) ante el Comité de Derechos Humanos por violaciones cometidas por los Estados partes del PIDCP,

como veremos más adelante. Estos cuatro instrumentos internacionales, es decir: la DUDH, el PIDESC y el PIDCP y el Protocolo

Facultativo al PIDCP, forman la llamada Carta Internacional de Derechos Humanos.

En el proceso de elaboración de los tratados internacionales de derechos humanos, la Asamblea General ejerce un rol como
“legislador” dentro del sistema universal de la ONU. Los otros dos órganos que cumplen funciones “legislativas” son la
Comisión de Derechos Humanos (CDH) y el Consejo Económico y Social (ECOSOC, por sus siglas en inglés).
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3 La Declaración y Programa de Acción de Viena
fue adoptada por los Estados miembros de la
ONU durante la Segunda Conferencia Mundial de
Derechos Humanos, el 25 de junio de 1993. En el
mismo sentido ver, a título de ejemplo, los consi-
derandos del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales y del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

4 NOTA: Resolución 217 A (III) de la Asamblea
General de la ONU.

5 DUDH, primer considerando.

6 DUDH, sexto considerando.
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7 Programa Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos
(Provea): Informe Anual Octubre 2001-Septiembre 2002, Caracas, anexo 24,
pág. 602.

III. Principales instrumentos internacionales ONU vinculantes para Venezuela

La siguiente lista es tomada del Informe Anual de Provea7.

Todos los tratados mencionados han sido ratificados por Venezuela en la fecha indicada, a excepción del Protocolo Adicional a

la Convención de los Derechos del Niño sobre la Venta de Niños, Prostitución Infantil y Pornografía Infantil, que solamente ha sido

suscrito y por tanto su ratificación está pendiente. Los instrumentos marcados con un asterisco (*) no son tratados internacionales

pero vinculan a Venezuela y forman parte de una lista parcial, pues son más numerosos; en estos casos la fecha indicada es la

de su proclamación o adopción. 

• Declaración  Universal de los Derechos Humanos: (*) 10.12.48

• Convenios de Ginebra sobre Derecho Humanitario del 12.08.49:13.02.56

• Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio: 12.07.60

• Convención Internacional para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial:10.10.67

• Convención para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena: 03.10.68 

• Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos: (*) 13.05.77

• Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales:10.05.78

• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: 10.05.78 

• Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: 10.05.78 

• Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley: (*) 17.12.79

• Convención sobre el consentimiento para el matrimonio, la edad mínima para contraer matrimonio y el registro 

de  los matrimonios: 31.08.82

• Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada: 31.08.82

• Principios de Ética Médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos, en la protección de per-

sonas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes: (*) 18.12.82
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• Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid:  28.01.83

• Convención sobre Derechos Políticos de la Mujer: 31.05.83

• Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer: 02.05.83

• Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951. Venezuela no ha ratificado esta convención pero sí 

el Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de Refugiados: 19.09.86

• Convención Internacional contra el Apartheid en los Deportes: 03.10.89

• Convención sobre los Derechos del Niño: 13.09.90

• Protocolo Adicional a la Convención de los Derechos del Niño sobre la Venta de Niños, Prostitución Infantil 

y Pornografía Infantil.

• Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes: 29.07.91

• Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos para la abolición de la 

pena de muerte: 22.02.93

• Protocolos I y II a los Convenios de Ginebra sobre Derecho Humanitario del 12.08.49: 23.07.98

• Declaración de los Defensores de Derechos Humanos: (*) 09.12.98

• Protocolo de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer:13.05.02

• Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional: 07.06.00

• Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños: 14.08.01

• Protocolo Adicional a la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Participación de Niños en 

los Conflictos Armados: 09.10.01

• Protocolo Adicional a la Convención sobre los Derechos del Niño sobre la Venta de Niños, Prostitución Infantil 

y Pornografía Infantil.18.10.01
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8 Estos instrumentos internacionales pueden ser consultados en la “Lista de
instrumentos internacionales de derechos humanos” disponible en: 
www.unhchr.ch/spanish/map_sp.htm

Muchos de los instrumentos internacionales que acabamos de mencionar están vinculados con la administración de justicia. Pero

debemos mencionar además los siguientes instrumentos de interés para los operadores de la justicia venezolana8:

• Principios básicos para el tratamiento de los reclusos.

• Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión.

• Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de la libertad.

• Principios de ética médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente médicos, en la protección
de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

• Principios relativos a la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes.

• Salvaguardias para garantizar la protección de los condenados a muerte.

• Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley.

• Principios básicos sobre la función de los abogados.

• Directrices sobre la función de los fiscales.

• Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio).

• Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil (Directrices de Riad).

• Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder.

• Principios básicos relativos a la independencia de la judicatura.

• Tratado modelo para la remisión del proceso en materia penal.

• Tratado sobre el traspaso de la vigilancia de los delincuentes bajo condena condicional o en libertad condicional.

• Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas.

• Principios relativos a una eficaz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias.
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IV. Mecanismos de protección de derechos humanos
Los instrumentos internacionales no tendrían mayores efectos si solamente se basaran en la buena fe de los Estados Partes para
cumplir con sus obligaciones9.  Es necesario contar además con instituciones que se encarguen de vigilar ese cumplimiento y de
dar curso a las quejas individuales que personas o grupos de personas hagan en contra de los Estados infractores. 

Hablamos entonces de dos tipos de mecanismos de protección: los mecanismos de protección convencional, es decir, aquellos

que han sido creados mediante un tratado, y los mecanismos de protección extraconvencional para aquellos que encuentran su

origen en instrumentos diferentes a los tratados. Sin embargo, existen organismos de la ONU que implementan solo un tipo de meca-

nismo de protección y otros que pueden implementar los dos tipos de mecanismo. 

Para este capítulo distinguiremos entre: a) organismos creados por la Asamblea General de la ONU y que implementan meca-

nismos extraconvencionales, b) organismos especializados, c) organismos y mecanismos propios de la Comisión de Derechos

Humanos, y d) organismos de control convencional constituidos por 6 comités para 6 tratados.

a) Organismos creados por la Asamblea General de la ONU y que implementan mecanismos
extraconvencionales:

Mediante resoluciones de la Asamblea General (AG) de la ONU se han creado varios mecanismos entre los que destaca-
mos, solo a título informativo, las misiones de observación y supervisión establecidas durante períodos largos en países con
situaciones difíciles de derechos humanos: tal ha sido el caso de las misiones de observación de los derechos humanos esta-
blecidas en los años 90 en El Salvador y en Haití10. En este aparte, nos debemos detener en la figura de los Altos
Comisionados creados por la AG para atender globalmente situaciones que requieren una atención especial:

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR): el ACNUR fue creado por la AG de la

ONU, el 14.12.1950,  para atender a los refugiados europeos generados por la Segunda Guerra Mundial y luego se amplió su

mandato para atender la situación de los refugiados en el mundo. Su marco principal es la Convención sobre el Estatuto de los

Refugiados de 1951 (aún no ratificada por Venezuela) y su Protocolo de 1967, que fue ratificado por Venezuela el 19.09.86, con

lo cual el Estado venezolano está obligado a respetar la Convención de 1951. Esta convención define quién es un refugiado y

desarrolla su marco de protección internacional. Pero desde 1972 la AG de la ONU amplió el mandato del ACNUR para que

proteja a los desplazados internos, es decir, a las personas que son forzadas a migrar dentro del territorio de su país abandonando

su residencia y sus actividades, por temor por sus vidas, su libertad, su seguridad o su integridad a causa de un conflicto armado

interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas a los derechos humanos, infracciones al dere-

cho internacional humanitario u otras circunstancias graves de orden público11.

El caso colombiano es un ejemplo actual de esta situación, con cerca de 3 millones de desplazados internos.

golpe militar En materia electoral, la AG de la ONU ha también autorizado
misiones de supervisión electoral para servir de garantes en procesos espe-
cialmente complicados.

11 Al respecto ver la página web del ACNUR: www.acnur.org

9 Para la elaboración de lo que queda de este capitulo ha servido como guía
el libro del Profesor Villán Durán, Carlos: Curso de Derecho Internacional de
los Derechos Humanos. Editorial Trotta, 2002, Madrid.

10 Estas misiones fueron desplegadas por varios años en El Salvador en el
marco de las negociaciones de paz que concluyeron 12 años de guerra civil
y en Haití para el retorno del presidente Arístide expulsado del poder por un
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El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF):

El UNICEF fue creado en 1946 en similares circunstancias que el ACNUR por la AG de la ONU, para proteger a los niños vícti-

mas de las consecuencias de la Segunda Guerra Mundial. Actualmente, UNICEF tiene como marco de acción la Convención

sobre los Derechos del Niño de la cual Venezuela es Estado Parte. Su mandato es promover la protección de los derechos del

niño, ayudar a satisfacer sus necesidades básicas y aumentar las oportunidades para que los niños, niñas y adolescentes alcan-

cen plenamente sus potencialidades 12.

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH):

El ACNUDH fue creado mediante la Resolución 48/141 de la AG de la ONU. Entre sus principales funciones están: la promo-

ción de los derechos humanos y de la cooperación internacional a favor de estos; la coordinación en materia de derechos huma-

nos en todo el Sistema Universal; la promoción de la ratificación y aplicación de las normas internacionales; apoyar los demás

organismos de derechos humanos de la ONU; reaccionar ante graves violaciones de derechos humanos y adoptar medidas pre-

ventivas; dar asistencia técnica a los Estados y promover el fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección.

b) Organismos especializados

1. La Organización Internacional del Trabajo (OIT)

Al término de la Primera Guerra Mundial y durante la reunión de la Conferencia de Paz, fue adoptada en abril de 1919 la

Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, creando a la OIT. Los motivos que llevaron a los Estados a crear la

OIT fueron: motivos humanitarios, pues las condiciones mundiales de explotación de los trabajadores eran inhumanas; motivos

políticos, pues los trabajadores empezaban a organizarse y a actuar para defender sus derechos; y motivos económicos, pues los

países en donde más se explotaba a los trabajadores tenían productos más “competitivos” en el mercado13.

La OIT cuenta con tres órganos principales que tienen la característica común (y básica de la OIT) de ser tripartitos, es decir, que

en ellos participan los gobiernos, los empleadores y los trabajadores. Dichos órganos son: a) la Conferencia Internacional del

Trabajo que se reúne anualmente para establecer y adoptar las normas internacionales del trabajo, debatir sobre cuestiones socia-

les y laborales y fijar el presupuesto de la OIT; b) el Consejo de Administración que es elegido por la Conferencia Internacional

del Trabajo y su función es adoptar las decisiones sobre la política de la OIT; y c) la Oficina Internacional del Trabajo que es la

secretaría permanente de la OIT14.  En agosto de 2003, había 174 Estados Miembros de la OIT y esta organización había pro-

ducido 185 convenios (tratados) internacionales, 4 protocolos y 194 recomendaciones. A continuación presentamos el listado de

convenios de la OIT ratificados por Venezuela.15

14 Ver www.ilo.org/public/spanish/depts/fact.htm

15 Programa Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos
(Provea): Informe Anual Octubre 2001-Septiembre 2002, Caracas, anexo 24, 2.

12 Al respecto ver la página web del ACNUR: www.acnur.org

13 Ver la página web de la OIT: www.ilo.org , y en particular en
www.ilo.org/public/spanish/about/history.htm
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Los convenios de la OIT son sometidos a procesos de revisión para actualizarlos a las nuevas necesidades. A manera de ejem-

plo, el Convenio 3 sobre protección a la maternidad de 1919 fue actualizado en 1952 por el Convenio 103. En estos casos se

pone entre paréntesis [...] el número del otro convenio por el cual se ha actualizado un convenio. Este mecanismo, sumado a la

obligación de dar forma de ley a los convenios y recomendaciones y de adoptar “otras medidas” internas, permite una gran inci-

dencia en la actualización de las legislaciones laborales de los Estados Miembros de la OIT.

• Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, abril de 1919
• Declaración de Filadelfia: 16.05.44
• Convenio 1 sobre horas de trabajo (industria), 1919: 04.01.45
• Convenio 2 sobre desempleo, 1919: 04.01.45
• Convenio 3 sobre protección de la maternidad, 1919 [103]: 04.01.45
• Convenio 4 sobre trabajo nocturno (mujeres), 1919 [41,89]: 31.08.33
• Convenio 5 sobre edad mínima (industria), 1919 [59]: 04.01.45
• Convenio 6 sobre trabajo nocturno de los menores [90] (industria), 1919: 01.04.33
• Convenio 7 sobre edad mínima (trabajo marítimo), 1920 [58]: 04.01.45
• Convenio 11 sobre derecho de asociación (agricultura), 1921: 04.01.45
• Convenio 13 sobre cerusa (pintura), 1921: 23.04.36
• Convenio 14 sobre descanso semanal (industria), 1921: 04.01.45
• Convenio 19 sobre igualdad de trato (accidentes de trabajo), 1925: 04.01.45
• Convenio 21 sobre inspección de los emigrantes, 1926: 04.01.45
• Convenio 22 sobre enrolamiento de la gente de mar, 1926: 04.01.45
• Convenio 26 sobre métodos para la fijación de salarios mínimos, 1928: 04.01.45
• Convenio 27 sobre indicación del peso en los fardos transportados por barco, 1929: 20.06.32
• Convenio 29 relativo al trabajo forzoso u obligatorio, 1930: 04.01.45
• Convenio 41 sobre trabajo nocturno (mujeres), 1934 [89]: 04.01.45
• Convenio 45 sobre trabajos subterráneos (mujeres), 1935: 04.01.45
• Convenio 80 sobre revisión de los artículos finales (de diversos convenios), 1946: 31.12.48
• Convenio 81 sobre inspección del trabajo, 1947: 17.05.67
• Convenio 87 sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicalización, 1948: 03.09.82
• Convenio 88 sobre servicio del empleo, 1948: 14.08.64
• Convenio 95 sobre protección del salario, 1949: 27.08.81
• Convenio 97 relativo a los trabajadores migrantes, 1949: 11.05.83
• Convenio 98 sobre el derecho de sindicalización y de negociación colectiva, 1949: 19.12.68
• Convenio 100 sobre la igualdad de remuneración (entre la obra de mano de obra masculina y femenina 

por un trabajo de igual valor), 1951: 27.08.81
• Convenio 102 relativo a las normas mínimas de seguridad social, 1952: 27.08.81
• Convenio 103 relativo a la protección de la maternidad, 1952: 27.08.81
• Convenio 105 relativo a la abolición del trabajo forzoso, 1957: 21.10.64
• Convenio 111 sobre discriminación (empleo y ocupación), 1958: 03.12.64
• Convenio 116 sobre revisión de los artículos finales (de diversos convenios), 1961: 22.10.64
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• Convenio 117 sobre política social (normas y objetivos básicos), 1962: 01.08.83
• Convenio 118 sobre igualdad de trato de nacionales y extranjeros de seguridad social, 1962: 27.08.81
• Convenio 130 sobre asistencia médica y prestaciones monetarias de enfermedad, 1969: 27.08.81
• Convenio 138 sobre la edad mínima de admisión al empleo, 1973: 18.01.84
• Convenio 139 sobre cáncer profesional, 1974: 25.05.83
• Convenio 140 sobre licencia pagada de estudios, 1974: 01.08.83
• Convenio 141 sobre las organizaciones de trabajadores rurales y su función en el desarrollo económico y social,

1975: 03.06.83
• Convenio 142 sobre la orientación profesional y la formación profesional en el desarrollo de los recursos 

humanos, 1975: 18.01.84
• Convenio 143 sobre las migraciones en condiciones abusivas y la promoción de la igualdad de oportunidades 

y de trato de los trabajadores migrantes, 1975: 22.07.83
• Convenio 144 sobre consulta tripartita (normas internacionales del trabajo), 1976: 13.04.83
• Convenio 149 sobre personal de enfermería, 1977: 11.07.83
• Convenio 150 sobre administración del trabajo, 1978: 19.07.83
• Convenio 153 sobre la duración del trabajo y períodos de descanso (transporte por carreteras), 1979: 01.06.83
• Convenio 155 sobre seguridad y salud de los trabajadores, 1981: 10.01.84
• Convenio 156 sobre trabajadores con responsabilidades familiares, 1981: 03.01.84
• Convenio 158 sobre la terminación de la relación de trabajo (por iniciativa del empleador), 1982: 22.02.85  
• Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales, 1989: 22.05.02

El artículo 22 de la Constitución de la OIT establece un mecanismo de control convencional no contencioso: la presentación de

informes periódicos. En consecuencia, el Estado venezolano tiene la obligación de presentar informes, cada cinco años o cada

dos años, sobre el cumplimiento de estos convenios. 

Estos informes son revisados por dos órganos de control de la OIT: primero lo hace la Comisión de Expertos en Aplicación de

Convenios y Recomendaciones y luego pasa a la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia.  En este procedimiento,

y según el artículo 23.2 de la Constitución de la OIT, tienen participación los sindicatos de trabajadores y empleadores represen-

tativos de Venezuela o del país que haga el informe.

Por otro lado, la OIT cuenta también con dos mecanismos convencionales y cuasicontenciosos: uno aplicable entre Estados

Miembros y otro entre organizaciones profesionales de empleadores o trabajadores contra Estados que hayan sido o sean Partes

de un tratado y sean además Estados Miembros de la OIT. 

El primero, previsto en la Constitución de la OIT, arts. 26 a 34, permite que un Estado Miembro presente “quejas” contra otro

Estado Miembro por violación de sus obligaciones convencionales.  El segundo, y el más interesante para este capítulo, está pre-

visto en los arts. 24 y 25 de la Constitución de la OIT y permite que organizaciones profesionales de empleadores o trabajado-

res presenten “reclamaciones” por escrito contra Estados que hayan sido o sean Partes de un tratado (es decir, que lo hayan rati-



16 Este procedimiento puede ser revisado en
detalle en el sitio web: www.ilo.org/public/spa-
nish/standards/norm/enforced/foa/cfa.htm

17 Ver sit io web de la UNESCO: 
www.unesco.org, en particular en 
www.unesco.org/general/eng/about/what.shtml

ficado) y sean además Estados Miembros de la OIT.  En este caso intervienen dos órganos de la OIT: el Consejo de Administración,

que decide sobre la admisibilidad de la reclamación, y un Comité del Consejo de Administración encargado de seguir el proce-

dimiento y decidir sobre el fondo. Si la reclamación versa sobre Derechos Sindicales, el comité encargado del procedimiento y de

la decisión final, es el Comité de Libertad Sindical16.

El Comité respectivo da traslado a las partes para que presenten sus alegatos; puede hacer visitas al país (in loco) como medio

de prueba, y finalmente elabora un informe que es devuelto al Consejo de Administración; este último, tras nuevas deliberacio-

nes, elabora una declaración y da un plazo al Estado concernido para que adopte medidas correctivas. Si el Estado no responde

de manera satisfactoria, se le sanciona mediante la publicación de sus respuestas y de la declaración del Consejo de

Administración sobre el caso. Si la reclamación ha sido tramitada por violaciones a los derechos sindicales ante el Comité de

Libertad Sindical y el Estado no adopta las medidas correctivas, el caso podrá ser transmitido, con el consentimiento del Estado,

a la Comisión de Investigación y de Conciliación Materia de Libertad Sindical. Si el Estado no da ese consentimiento, la Comisión

puede pedir al Consejo de Administración que sean adoptadas otras medidas dentro del sistema de la OIT para que el Estado

cumpla con las recomendaciones. 

No podemos dejar de mencionar que como Venezuela es Estado Parte del Convenio 111 sobre discriminación (empleo y ocupa-

ción), las organizaciones de empleadores y trabajadores, víctimas de alguna forma de discriminación prevista en el artículo 1.1.a

del Convenio 111, pueden demandar al Estado venezolano ante el Comité sobre Discriminación que también pertenece al

Consejo de Administración de la OIT. 

2. La Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO)

La Constitución de la UNESCO fue adoptada durante la Conferencia de Londres de 1945; en agosto de 2003 la UNESCO con-

taba con 189 Estados miembros, entre los que está Venezuela desde el 25 de noviembre de1946. Su objetivo principal es la pro-

moción de la paz y la seguridad en el mundo promoviendo la colaboración entre las naciones a través de la educación, la cien-

cia, la cultura y la comunicación, para un mayor respeto universal de la justicia, el derecho y los derechos humanos entre los pue-

blos y sin discriminación por razones de raza, sexo, religión o idioma17.

Destacamos los siguientes instrumentos internacionales, que en el marco de la UNESCO vinculan a Venezuela:

• Convención relativa a la lucha contra la Discriminación en la Esfera de la Enseñanza. Venezuela es Estado parte desde el

22.05.62
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• Declaración sobre los Principios fundamentales relativos a la contribución de los medios de comunicación de masas al fortale-

cimiento de la paz y la comprensión internacional, a la promoción de los derechos humanos y a la lucha contra el racismo, el

apartheid y la incitación a la guerra: 28.11.78

• Declaración de Principios sobre la Tolerancia: 16.11.95

• Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos: 11.11.97

Para la protección de los derechos humanos incluidos en su mandato, la UNESCO cuenta con mecanismos no contenciosos de

carácter convencional, establecidos bajo la forma de presentación de informes periódicos en materia de educación, ciencia y cul-

tura, tal y como lo establece el artículo 8 de la Constitución de la UNESCO. Un mecanismo similar está previsto en el Artículo 7

de la Convención relativa a la lucha contra la Discriminación en la Esfera de la Enseñanza (de la cual Venezuela es Estado Parte):

“los Estados Partes en la presente Convención deberán indicar en informes periódicos ... las disposiciones legislativas o regla-

mentarias y las demás medidas que hubieren adoptado para aplicar la presente Convención, inclusive las que hubieren adopta-

do para formular y desarrollar la política nacional definida en el artículo 4 , los resultados obtenidos y los obstáculos que hayan

encontrado en su aplicación”. El art. 4 mencionado se refiere a la obligatoriedad y gratuidad de la enseñanza primaria, la acce-

sibilidad a las enseñanzas secundaria y superior, a la calidad de los establecimientos y métodos educativos y a la preparación, sin

discriminaciones, de los profesores/as.

Por otro lado, existe un mecanismo extraconvencional previsto en la Decisión 104 EX/3 del 03.03.1978 del Consejo Ejecutivo de

la UNESCO. Esta Decisión abrió la posibilidad de presentar “quejas” escritas individuales por parte de una persona o un grupo

de personas que hayan sido o sean víctimas de violaciones a los derechos humanos en el ámbito de la ciencia, la cultura, la edu-

cación o la información y que sean competencia de la UNESCO. Dicha posibilidad se da también a individuos y a ONG que aun-

que no sean víctimas, conozcan de tales violaciones. La misma Decisión permite (Párrafos 10 y 18) la presentación de quejas por

“violación sistemática” del derecho a la educación como podría darse bajo los regímenes segregacionistas o de apartheid.

c) Organismos y mecanismos propios de la Comisión de Derechos Humanos (CDH)

A diferencia de la mayoría de los organismos enunciados en este capítulo, la Comisión de Derechos Humanos (CDH) es un foro

mucho más político que técnico. Está compuesta por 53 representantes de Estados miembros de la ONU y que son elegidos para

formar parte de la CDH. Sus pronunciamientos están marcados por los intereses políticos de los Estados, aunque deben tomar

siempre como base las normas de la ONU. La CDH realiza un período de sesiones cada año (en marzo y abril) dividiendo su
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18 Resolución 1235 (XXIV) del Consejo Económico y Social del 06.06.67. 

19 Resolución 1503 (XLVIII) del Consejo Económico y Social del 27.05.10. 

20 Resolución 1503 (XLVIII) del Consejo Económico y Social del 27.05.10.

agenda en varios temas: se trata de un foro amplio de Estados, organismos y mecanismos de la ONU y ONG con estatuto con-

sultivo que se adelanta durante seis semanas mediante sesiones públicas y privadas. La actividad de las ONG consiste en infor-

mar a la CDH mediante intervenciones orales en las sesiones en las que se permitan sus intervenciones según los reglamentos. Al

mismo tiempo, las ONG animan debates paralelos a las sesiones de la CDH, realizan cabildeo (lobby) ante los representantes de

los Estados y los responsables de los diferentes mecanismos establecidos por la CDH.

1. El “Procedimiento 1235” y el “Procedimiento 1503”:

La CDH cuenta con dos procedimientos extraconvencionales y no contenciosos destinados a tratar situaciones globales

por violaciones masivas y graves de los derechos humanos. Estos procedimientos han sido establecidos mediante dos reso-

luciones del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC): la Resolución 1235 (XXIV) del 06.06.67 y

la Resolución 1503 (XLVIII) del 27.05.10. Se les conoce como el “Procedimiento 1235” y el “Procedimiento 1503” por el

número de las resoluciones que los crearon.

“Procedimiento 1235”: inicialmente se trató de un procedimiento para analizar quejas por violaciones notorias a los dere-

chos humanos en regímenes que significaran formas de dominación colonial, discriminación racial o sistemas de apartheid. Hoy

en día, la CDH aplica este procedimiento a otras situaciones distintas a las tres que acabamos de enunciar, pero que son consi-

deradas como “violaciones notorias de los derechos humanos y de las libertades fundamentales”18; para ello la CDH realiza inves-

tigaciones y seguimiento de situaciones mediante “relatores” o “representantes” geográficos (para países) o “grupos de trabajo o

relatores temáticos” a los que nos referiremos más adelante. Se debe anotar que para que estos mecanismos funcionen, no se

requiere permiso (aceptación) por parte del Estado que es investigado. Además, se trata de un procedimiento público que no

requiere el agotamiento previo de los recursos internos en el Estado concernido.

“Procedimiento 1503”: es un procedimiento confidencial destinado a estudiar e identificar aquellas situaciones que “parez-

can revelar un cuadro persistente de violaciones manifiestas y fehacientemente probadas de los derechos humanos y de las liber-

tades fundamentales”19, es decir, que se trate de una situación que afecte a muchas personas en un lapso prolongado. Además de

su carácter confidencial, este procedimiento tiene las siguientes características20  : 1) las comunicaciones individuales (mediante las

que se hace la denuncia) requieren el agotamiento previo de los recursos internos y sirven para ilustrar que existe un “cuadro per-

sistente” de violaciones que ameritan la aplicación del procedimiento; 2) es necesario que el Estado acepte que el procedimien-

to le sea aplicado por la CDH, pues en caso contrario no se puede aplicar; y 3) se aplica el principio de no duplicidad (non bis

in idem) con lo cual no se puede adelantar el procedimiento si ya está pendiente ante otra instancia del sistema universal o del siste-

ma regional.

Este procedimiento termina con una decisión de la CDH que puede: 1) suspender el procedimiento para “archivar” el caso o para

convertirlo en un “Procedimiento 1235” (que no necesita el consentimiento del Estado) cuando el Estado investigado no coope-
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22 Resolución 1995/70 de la CDH.

23 Ver sitio web del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Derechos Humanos: www.unhchr.ch, en particular: 
www.unhchr.ch/spanish/html/menu2/7/b/tm_sp.htm 

re; o, 2) mantener el procedimiento para ahondar la investigación incluso mediante la designación de un experto independiente

de la CDH, quien se encargaría de la investigación.

2. Mecanismos temáticos aplicables a Venezuela:

Hemos señalado que para hacer seguimiento a las situaciones sometidas a los procedimientos 1235 y 1503, la Comisión puede

crear mecanismos especiales de seguimiento. La creación de estos mecanismos se hace mediante una resolución de la Comisión,

en la cual se precisa el mandato y la duración, que generalmente es de 3 años 21.

Dicha resolución debe ser aprobada por el ECOSOC. Estos mecanismos tienen dos funciones básicas: a) La elaboración de infor-

mes para la Comisión: para ello están facultados para recoger información creíble y fidedigna de los gobiernos, de los organis-

mos especializados de la ONU, de otros organismos intergubernamentales y de las ONG. 

Cuentan especialmente con la facultad de hacer visitas oficiales a los países (in loco) pero la práctica ha llevado a que sea nece-

saria la autorización de los gobiernos de los países visitados, los cuales muchas veces se niegan a dar tales autorizaciones; b)

Tratar denuncias individuales sin necesidad de que se agoten los recursos internos en el país denunciado. En esta función existe

una amplia actuación de dos mecanismos: el Grupo de trabajo sobre detención arbitraria y el Grupo de trabajo sobre desapari-

ciones forzadas o involuntarias. 

Los mecanismos temáticos han sido muy útiles para proteger a personas o grupos de personas en grave riesgo de que se les vio-

len sus derechos humanos, gracias al mecanismo de “llamamientos urgentes” a los gobiernos responsables. Este mecanismo es

una suerte de medida cautelar internacional que no prejuzga sobre la decisión final.  

Nos centraremos ahora en los mecanismos temáticos aplicables a Venezuela y que han sido implementados mediante resolucio-
nes de la CDH en el marco del procedimiento 1235. Hasta el momento, Venezuela no ha contado con ningún relator o repre-
sentante geográfico para este país. En nuestra región solamente Haití cuenta actualmente con un Experto independiente desde
199522.

Pero la situación en Venezuela sí puede ser seguida por los varios mecanismos o mandatos temáticos a cargo de 3 grupos de tra-

bajo (formados por 5 expertos), 16 relatores especiales, 5 expertos independientes y 2 representantes especiales. A continuación

veremos cuáles son los mecanismos 23:

21 En 1999 se elaboró un “Manual para relatores especiales, representan-
tes, expertos y presidentes de grupos de trabajo de procedimientos especia-
les de la Comisión de Derechos Humanos y del Programa de Servicios de
Asesoramiento” Documento de Naciones Unidas HR NONE/2000/91. Se
recomienda su consulta si se quiere profundizar en estos mecanismos.
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Mecanismos Temáticos Aplicables a Venezuela

Derechos Civiles y Políticos

Grupo de trabajo sobre 
detención arbitraria 1991/42; 2000/36

Grupo de trabajo sobre despariciones
forzadas o involuntarias

20/XXXVI (1980); 2001/46

Experto independiente de la CDH para que
examine el marco internacional existente en

materia penal y de derechos humanos para la
protección de las personas contra las 

desapariciones forzadas o involuntarias

2001/16

Relatora especial de la CDH 
sobre ejecuciones extrajudiciales 

sumarias o arbitrarias
Resolución del ECOSOC

1982/35; 2001/45

Relator especial de la CDH 
sobre la independencia de 

Jueces y Magistrados 1994/41; 2000/48

Relator especial de la CDH
sobre la promoción y protección

del derecho a la libertad de
opinión y de expresión

1993/45; 2002/48

Tema Título/Mandato
Resoluciones de la CDH que

establecen el mandato, lo 
prolongan o lo renuevan
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Mecanismos Temáticos Aplicables a Venezuela

www.jueces.org.ve

Derechos Económicos, Sociales
y Culturales

Relatora especial de la CDH
sobre la libertad de religión

o de creencias

1986/20; 2001/42

Relator especial de la CDH
sobre la cuestión de la tortura

1985/33; 2001/62

Relator especial sobre el derecho de toda
persona al disfrute del más alto nivel y

posible de salud física y mental
2002/31

Relatora especial de la CDH
sobre el derecho a la educación

1998/33; 2001/29

Relatora especial de la CDH
sobre el derecho a la alimentación

2000/10

Relator especial de la CDH
sobre la vivienda adecuada

2000/9

Experto independiente encargado de exa-
minar la cuestión de un protocolo 
facultativo al Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales

2001/30

Relatora especial de la CDH sobre los
efectos nocivos para el goce de los dere-
chos humanos del traslado y vertimiento

ilícitos de productos y desechos 
tóxicos y peligrosos

1995/81; 2001/35
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Mecanismos Temáticos Aplicables a Venezuela

www.jueces.org.ve

Experto independiente de la CDH 
sobre los programas de ajuste 

estructural y deuda externa
200/82 y decisión 200/109

Grupo de trabajo intergubernamental para la apli-
cación de la Declaración y el Programa de Acción
de Durban y preparar normas internacionales con-
tra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia

y las formas conexas de intolerancia

2001/30

Relatora especial de la CDH
sobre los Derechos Humanos

de los migrantes
1999/44; 2002/62

Relator especial de la CDH sobre formas 
contemporáneas de racismo, discriminación

racial, xenofobia y formas conexas 
de intolerancia

1993/20; 1999/12; 2002/68

Experta independiente de la CDH
sobre los derechos humanos

y la extrema pobreza

1998/25; 2002/30

Experto independiente de la CDH
sobre el derecho al desarrollo

1998/72; 2001/9

Relator especial de la CDH
sobre venta de niños, la prostitución

infantil y la utilización de niños
en la pornografía

1990/68

Pobreza y
Derechos Humanos

Derechos al Desarrollo

Derechos de los niños,
niñas y adolescentes

Discriminación
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Mecanismos Temáticos Aplicables a Venezuela

www.jueces.org.ve

Derechos de los 
pueblos indígenas

Relator especial de la CDH
sobre la situación de los 
derechos humanos y las 
libertades fundamentales 

de los indígenas

2001/57

Derechos de la Mujer
Relatora especial de la CDH

sobre la violencia contra la mujer
con inclusión de sus causas

y consecuencias

1994/45; 2000/45

Defensores de
Derechos Humanos

Representante especial del Secretario 
General de la ONU sobre la
situación de los defensores 

de derechos humanos

2000/61

Desplazamiento forzado
de personas

Representante del Secretario General
de la ONU sobre las personas

internamente desplazadaas
1992/73; 2001/54

Derechos de los pueblos
Relator especial de la CDH

sobre el uso de mercenarios 
como medio para violar los 

derechos humanos y de obstaculizar
el ejercicio del derecho de los pueblos

a la libre determinación

1987/16; 2001/3
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d) Los comités como órganos de control convencional

Un sistema de órganos convencionales de vigilancia de los tratados de derechos humanos está formado por seis Comités encar-
gados de hacer seguimiento a seis tratados y un protocolo. Todos estos comités, salvo el Comité de DESC, fueron creados en los
tratados cuya vigilancia les corresponde. Los comités están conformados por expertos independientes con respecto a los Estados
que los postulan y son elegidos teniendo en cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación de las diferentes for-
mas de civilización y de los principales sistemas jurídicos. 

Estos comités tienen atribuidas dos funciones básicas:

a) Función interpretativa del tratado que supervisan: para ello emiten observaciones generales destinadas a inter-

pretar los contenidos de los derechos establecidos en el tratado, a dar elementos a los Estados para que apliquen adecuadamente

el tratado y a aclarar el funcionamiento de la segunda función: la de monitoreo y supervisión.

b) Función de monitoreo y supervisión: para el ejercicio de esta función ha sido desarrollado el sistema de presentación

de informes periódicos que los Estados deben presentar a los comités cada 2, 4 ó 5 años. En esos informes, los Estados deben

dar cuenta de las medidas adoptadas para cumplir con los derechos previstos en el tratado respectivo, deben informar sobre la

situación fáctica de esos derechos (estadísticas, resultados de medidas y programas, etc.) y deben dar cuenta de las medidas adop-

tadas para implementar las recomendaciones de los comités, en especial de las hechas tras el estudio del último informe periódi-

co que haya presentado el Estado. 

Los informes presentados por los Estados deben ser sustentados durante los períodos ordinarios de sesiones de los comités por
una delegación de representantes oficiales y competentes en los temas contenidos en los informes. 

En el caso venezolano, debemos señalar que el Estado no ha sabido dotarse de un mecanismo técnicamente adecuado para la
elaboración de estos informes. Los informes de Venezuela adolecen de muchas deficiencias, en especial para informar sobre la
situación real de los derechos humanos, y se centran en mostrar las estructuras administrativas y las normativas existentes. Esto ha
entorpecido el trabajo de los comités y tiene un impacto negativo en la calidad de las observaciones finales a Venezuela hechas
por estos mecanismos.

Para Venezuela una tercera función, igualmente importante, es cumplida por dos de estos comités: se trata del estudio y decisión de
quejas individuales (casos) presentadas por personas o grupos de personas por violación a los dos tratados. Estas funciones corres-
ponden al Comité de Derechos Humanos (para el PIDCP) y al Comité contra la Tortura (para la Convención contra la Tortura). 

La misma función ha sido atribuida al Comité contra la Discriminación Racial, pero el Estado venezolano no ha aceptado aún la
competencia de este comité. En efecto, para que las quejas puedan ser presentadas contra el Estado venezolano, es necesario
que este haya reconocido previamente la competencia del respectivo comité.

Nos referiremos enseguida a los comités y explicaremos su funcionamiento para el caso venezolano.



24 Estos documentos pueden ser consultados en la web del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos:
www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf

25 El texto puede ser consultado en
www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf/(Symbol)/CCPR.CO.71.VEN.Sp?Opendocument

M
ó

d
u

l
o

 ii
i 

240

26 VILLÁN DURÁN, Carlos: Curso de Derecho Internacional de los
Derechos Humanos. Editorial Trotta, 2002, Madrid. Pág. 472.

1. Comité de Derechos Humanos

El Comité de Derechos Humanos es un órgano convencional de control de las obligaciones del Estado, por cuanto ha sido esta-
blecido por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -PIDCP- (art. 28 y siguientes). Su función es supervisar la aplica-
ción del PIDCP y de sus dos protocolos: el Protocolo Facultativo al PIDCP y el Segundo protocolo facultativo al PIDCP para la abo-
lición de la pena de muerte. Este comité está compuesto por 18 expertos independientes elegidos por períodos de 4 años, quie-
nes cada año realizan tres períodos de sesiones ordinarias.

Funciones:

a) Función interpretativa: hasta la fecha, este comité ha producido 29 observaciones generales sobre el PIDCP 24.

b) La función de monitoreo y supervisión: se concreta en la obligación de los Estados Partes de presentar informes perió-
dicos según se prevé en el art. 40 del PIDCP. El Estado venezolano debe presentar informes cada cinco años y el Comité los estu-
dia en sus sesiones ordinarias. Este Comité designa un grupo de trabajo entre sus miembros, quienes estudian el informe perió-
dico del Estado y le dirigen una lista de preguntas que debe ser contestada por escrito y enviada antes del período de sesiones en
que se estudie el informe periódico. El Comité tiene como práctica el permitir a las ONG una intervención oral durante el perío-
do de sesiones anterior al del estudio. Las ONG pueden igualmente presentar informes alternos por escrito para complementar o
contradecir el informe periódico del Estado. El resultado final de este proceso es la elaboración del documento de “observacio-
nes finales” al Estado. Las últimas observaciones finales para Venezuela datan del 02.04.01 y fueron hechas con ocasión del ter-
cer informe periódico de Venezuela25.

c) Estudio de quejas por violación de los Estados Partes al PIDCP y a su Segundo protocolo facultativo:
Venezuela aceptó la competencia del Comité para conocer de quejas individuales desde que ratificó el Protocolo Facultativo
al PIDCP en 1978. El artículo 89 del reglamento del Comité establece un grupo de trabajo que, previo al período ordinario
de sesiones, hace recomendaciones al Comité sobre las condiciones de admisibilidad de las quejas presentadas. Se trata de
un procedimiento cuasijurisdiccional, pues aunque no estamos ante un tribunal internacional, se utilizan procedimientos simi-
lares en los que podemos distinguir las siguientes fases: (a) una fase de admisibilidad en la que interviene el mencionado grupo
de trabajo y en las que se pueden adoptar medidas provisionales destinadas a proteger a la víctima; (b) una fase de determi-
nación de los hechos a cargo del pleno del Comité y con intervenciones escritas del Estado y de las víctimas; (c) una fase en
la que se emite la opinión sobre el fondo del caso mediante un dictamen; y (d) una fase de publicidad en el informe anual del
Comité y de seguimiento del cumplimiento del dictamen26.

Para presentar una queja ante el Comité, es necesario haber agotado los recursos internos (art. 5.2.b del Protocolo facultativo al
PIDCP) y se aplica el principio de no duplicidad o de non bis in idem, por lo que el caso no debe estar pendiente ante otro meca-
nismo internacional de resolución.

2. Comité contra la Tortura

El Comité contra la Tortura es un órgano convencional de control de las obligaciones del Estado, pues ha sido establecido por el
art. 17 de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, y su función es supervisar
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27 Ver la Compilación de observaciones y recomendaciones generales de
los Comités, Documentos ONU, HRI/GEN/1/Rev.6. En: www.unhchr.ch

28 Op.cit. Pág. 464.

29 Comité contra la Tortura, Comunicación 110/1998, Caso Cecilia Núñez
Chipana, en:
www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf/(Symbol)/CAT.C.21.D.110.1998.Sp?Opendocument

30 Ver la Compilación de observaciones y recomendaciones generales de
los Comités, Documentos ONU, HRI/GEN/1/Rev.6. En: www.unhchr.ch

la aplicación de esta convención. El Comité está formado por 10 expertos independientes elegidos por períodos de 4 años, quie-
nes se reúnen en dos períodos ordinarios de sesiones al año.

Funciones:

a) Función interpretativa: el Comité ha producido hasta agosto de 2003 una observación general27.

b) La función de monitoreo y supervisión: se desarrolla mediante el mecanismo de presentación por parte de los Estados
de informes periódicos, cada 4 años, según lo previsto en el artículo 19 de la Convención contra la Tortura. El Comité estudia los
informes en sus sesiones ordinarias. A partir de 2004 se adoptará el mecanismo del grupo previo al período de sesiones, que se
encargará de hacer una lista de preguntas sobre el informe presentado por el Estado, para que este último las responda antes del
período ordinario en que se estudie su informe. Las ONG pueden participar en el proceso de estudio enviando informes alternos
y participando en reuniones con los miembros del Comité por fuera de las sesiones ordinarias (es un mecanismo más informal).
Las últimas observaciones finales del Comité a Venezuela datan del 05.05.99 y fueron hechas con ocasión del estudio del infor-
me inicial.

c) Estudio de quejas por violación de los Estados Partes a la Convención contra la Tortura: el Estado vene-
zolano ha aceptado mediante declaración expresa la competencia del Comité para conocer de quejas por escrito que personas
o grupos de personas presenten por violación a la Convención contra la Tortura, según lo previsto en su art. 22. Es también un
procedimiento cuasicontencioso con 4 fases definidas: (a) una fase de admisibilidad, en la que interviene un miembro del Comité
en calidad de relator, pero cuya decisión corresponde al Comité en pleno y en la que se pueden adoptar medidas provisionales;
(b) una fase de determinación de los hechos en la que se presentan alegatos escritos del Estado y de la víctima; (c) una fase en
la que se emite la opinión de fondo o dictamen; y, (d) una fase de publicación y seguimiento28.

Venezuela fue condenada por primera vez mediante este procedimiento en 1998 por violación al artículo 3 (principio de no devo-
lución) de la Convención contra la Tortura. Se trata del caso de una ciudadana peruana extraditada de Venezuela a Perú, donde
podía ser víctima de torturas. Venezuela además violó las medidas provisionales decretadas por el Comité para proteger a dicha
persona 29.

3. Comité para la eliminación de la discriminación racial

Este mecanismo convencional está encargado de supervisar el cumplimiento de la Convención sobre la Eliminación de la todas
las Formas de Discriminación Racial. En efecto, el artículo 8 de la Convención ha creado el Comité, el cual está compuesto por
18 expertos independientes elegidos por períodos de 4 años, quienes se reúnen en dos períodos ordinarios de sesiones al año.

Funciones:

a) Función interpretativa: el Comité ha producido hasta agosto de 2003 un total de 29 observaciones generales30.  
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b) La función de monitoreo y supervisión: se ejerce mediante la presentación de informes periódicos bianuales hechos
por los Estados Partes de la Convención según lo previsto en el art. 9 de esta última. Las ONG pueden participar en el proceso
de estudio de los informes, mediante el envío de informes alternativos. 

Las últimas observaciones finales a Venezuela  datan del 21.08.96 y se refieren a los informes periódicos 10, 11, 12, y 13. A
agosto de 2003, Venezuela estaba en mora de presentar los informes 14 a 17.

c) Estudio de quejas por violación de los Estados Partes a la Convención: el Comité cuenta con esta facultad
prevista en el art. 14. Sin embargo, el Estado venezolano no ha reconocido esta competencia, por lo tanto no es posible presen-
tar este tipo de quejas contra Venezuela.

4. Comité sobre la discriminación contra la mujer

Este mecanismo de control convencional fue creado por el art. 17 de la Convención para la Eliminación de la Discriminación con-
tra la Mujer y se encarga de vigilar la aplicación de esta Convención por los Estados Partes. 

Está compuesto por 23 expertos/as independientes elegidos/as por períodos de 4 años. Este Comité se reúne una vez al año en
sesiones ordinarias.

Funciones:

a) Función interpretativa: el Comité ha producido hasta agosto de 2003 un total de 24 observaciones generales31.

b) La función de monitoreo y supervisión: se realiza mediante la presentación de informes periódicos cada 4 años por
los Estados Partes de la Convención, según lo establece esta última en su art. 18. Para el estudio de los informes periódicos el
Comité ha implementado también los grupos de trabajo previos que elaboran listas de preguntas para el Estado que ha presen-
tado el informe. La participación de las ONG puede ser hecha mediante informes alternativos. Las últimas observaciones finales
al Estado Venezolano fueron hechas el 22.01.97 con ocasión del estudio del tercer informe periódico de Venezuela. La informa-
ción disponible indica que Venezuela está en mora de presentar su IV informe periódico desde el 01.06.200032. Con la entrada en
vigor del Protocolo de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, se ha abierto la
posibilidad de presentar quejas individuales contra el Estado por violaciones a la Convención.  Este mismo Protocolo faculta al
Comité para estudiar casos de graves y sistemáticas violaciones a los derechos de la mujer en países que sean Estados partes del
Protocolo.

5. Comité de Derechos del Niño

Este mecanismo de control convencional se encarga de supervisar la implementación y el respeto por parte de los Estados Partes
de la Convención sobre los Derechos del Niño, según lo establece el art. 44 de esta Convención. El Comité está integrado por
10 expertos independientes elegidos por períodos de 4 años.

31 Ídem. 32 Las informaciones sobre el estado de cumplimiento de Venezuela en la
presentación de informes periódicos, han sido tomadas fundamentalmen-
te de: PROVEA: Venezuela ante el Comité de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales de las Naciones Unidas. Caracas, 2002. Pág. 129.
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35 Esta periodicidad fue establecida mediante la resolución 1988/4 del ECO-
SOC.

36 Para entender el funcionamiento en profundidad de este Comité ver:
PROVEA: Venezuela ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de las Naciones Unidas. Caracas, 2002. Pág. 129.
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33 Ver la Compilación de observaciones y recomendaciones generales de
los Comités, Documentos ONU, HRI/GEN/1/Rev.6. En: www.unhchr.ch.

34 Ídem.

Funciones:

Función interpretativa: el Comité ha producido hasta agosto de 2003 un total de tres observaciones generales33.   La fun-
ción de monitoreo y supervisión se realiza mediante la presentación de informes periódicos cada 5 años por los Estados Partes de
la Convención. El informe periódico es estudiado junto con los informes alternativos que presenten las ONG. El Estado tiene la
obligación, como pasa ante los demás comités, de sustentar su informe ante el Comité mediante el envío de una delegación ofi-
cial suficientemente calificada en la materia. Las últimas observaciones finales a Venezuela fueron hechas el 08.10.99 al primer
informe (informe inicial) del Estado al Comité. La información disponible indica que Venezuela está en mora de presentar su segun-
do informe desde el 09.07.2002.

El Comité no cuenta con mecanismo de presentación de quejas individuales.

6. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

A diferencia de los anteriores comités, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales no fue creado mediante el tra-
tado sobre el cual es competente, sino mediante la resolución 1985/17 (28.05.85) del ECOSOC. Por ello, no es un mecanismo
convencional en sentido estricto. Su función es supervisar el cumplimiento por los Estados Partes del Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). El Comité está formado por 18 expertos independientes elegidos por 4 años
y se reúnen dos veces al año en sesiones ordinarias.

Funciones:

Función interpretativa: el Comité ha producido hasta agosto de 2003 quince observaciones generales34. La función de
monitoreo y supervisión se realiza mediante la presentación de informes periódicos cada 5 años por los Estados Partes de la
Convención35.

Los informes son estudiados por un grupo de trabajo previo al período de sesiones, el cual elabora una lista de preguntas que
debe ser respondida por escrito por el Estado. Las ONG pueden participar mediante la presentación de informes alternativos y
además el Comité ha adquirido la práctica de consagrar la tarde del primer día de sesiones a escuchar en audiencia pública a
las ONG. Las últimas observaciones finales a Venezuela datan de abril de 2001. 

En esta ocasión fue estudiado el segundo informe periódico de Venezuela, que fue presentado con un gran retraso, pues la últi-
ma vez que este país había sido estudiado fue en 1986 por parte del precursor del Comité: el Grupo de Trabajo de expertos
gubernamentales del ECOSOC36.

El Comité no cuenta aún con un mecanismo de presentación de quejas por violaciones de los Estados al PIDESC. Pero desde
1990 el Comité adelanta las discusiones y la elaboración de un proyecto de Protocolo Facultativo al PIDESC, que permitiría imple-
mentar este mecanismo, incluyendo fases similares a las vistas antes para el Comité de Derechos Humanos y para el Comité con-
tra la Tortura. 
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